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Régimen transitorio de la ley de contratos del sector público 

 

CONSULTA 

Quisiera preguntar sobre un contrato que fue adjudicado en fecha 08/05/2018 (ya había entrado en 

vigor la actual ley de contratos), pero que su anuncio de licitación de dicho contrato de obras fue 

publicado en el Diario de Castilla la Mancha en fecha 17/11/2017.  

¿Me podrían ayudar para establecer que ley es la que regiría dicho contrato? No me queda claro aun 

teniendo en cuenta la Disposición Transitoria primera de la ley 9/2017.  

 

RESPUESTA 

 En relación con la citada consulta, la disposición transitoria primera de la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español 

las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 

2014 (en adelante, LCSP), establece que: 

“1. Los expedientes de contratación iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley se regirán por la 

normativa anterior. A estos efectos se entenderá que los expedientes de contratación han sido iniciados 

si se hubiera publicado la correspondiente convocatoria del procedimiento de adjudicación del contrato. 

En el caso de procedimientos negociados sin publicidad, para determinar el momento de iniciación se 

tomará en cuenta la fecha de aprobación de los pliegos. 

2. Los contratos administrativos adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley 

se regirán, en cuanto a sus efectos, cumplimiento y extinción, incluida su modificación, duración y 

régimen de prórrogas, por la normativa anterior”. 

Del tenor literal del precepto, podemos indicar que, tanto los contratos iniciados como los adjudicados 

con anterioridad a la entrada en vigor de la LCSP, se regirán por su normativa anterior: esta es el Real 

Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 

Contratos del Sector Público (TRLCSP, en lo sucesivo).  
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Asimismo, y realizando una interpretación “a sensu contrario” del apartado segundo, podríamos 

determinar que los contratos administrativos adjudicados con posterioridad a la entrada en vigor de la 

LCSP, se regirán por la propia LCSP, en lo concerniente a “sus efectos, cumplimiento y extinción, incluida 

su modificación, duración y régimen de prórrogas”. 

Así lo ha entendido la Junta Consultiva de Contratación Administrativa en su informe 43/08, de 28 de 

julio de 2008, en el que realiza un análisis de la disposición transitoria primera de la antigua Ley 30/2007, 

de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, y señala expresamente: 

“(…) De esta circunstancia podrían derivarse, de una parte, dudas en cuanto al régimen aplicable a los 

mismos, y de otra, la consiguiente inseguridad jurídica de las partes. Sin embargo, la solución, concebida 

en términos generales, sólo puede ser atenerse de forma estricta a lo dispuesto en la Disposición 

Transitoria puesto que de su redacción no se desprende la posibilidad de hacer una interpretación que 

no se ajuste literalmente a ella. En consecuencia, los actos de preparación del contrato, incluido el 

contenido de los pliegos, así como los relativos al procedimiento de adjudicación se deben regir por la 

norma vigente en el momento de publicarse el anuncio de licitación o de aprobarse los pliegos cuando 

se trate de un procedimiento negociado sin publicidad. 

Por el contrario, lo relativo a la ejecución, efectos y extinción del contrato se regirá por la norma vigente 

en el momento de la adjudicación, aun cuando sea distinta de la anterior (…)”. 

Como continuación, precisa la Junta Consultiva en el citado informe: 

“Esta conclusión, no obstante, hay que entenderla de forma matizada para el caso de que la mención en 

los pliegos de algún elemento contractual pueda determinar con arreglo al régimen de la legislación 

anterior la producción de unos efectos distintos de los que deberían producirse al amparo de la actual. 

En tal caso, los efectos derivados de esta circunstancia deberían regirse por la norma vigente en el 

momento de aprobarse éstos, aun cuando, con arreglo a la Ley actual, tales efectos del tratamiento de 

la cuestión en los pliegos puedan ser distintos.” 

En relación con lo anterior, podemos traer a colación lo señalado por María Jesús Lorenzana Somoza, en 

un artículo publicado en la Revista de la Asesoría Jurídica de la Xunta de Galicia nº 6 – 2011, que se 

refiere al citado informe de la Junta Consultiva, y lo interpreta tal y como sigue: 
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“(…) si las partes han contratado conforme a un pliego de cláusulas administrativas particulares y han 

formalizado un contrato administrativo con sus correspondientes cláusulas, ambos constituyen “lex inter 

partes” y han de ser cumplidos; y lo que en ellos se haya dispuesto no puede ser alterado por la entrada 

en vigor de una nueva ley, que no puede anular per se lo pactado entre las partes bajo la vigencia de una 

ley anterior por el solo hecho de su publicación.  

(…) los contratos correspondientes tendrán un régimen jurídico sustantivo peculiar:  

En primer lugar, los pliegos, en la medida en que son ley del contrato y fijan las condiciones en atención 

a las cuales las empresas han planteado sus ofertas, deber ser de aplicación prioritaria o preferente.  

En segundo lugar y no obstante lo anterior, la integración de las dudas o la aplicación supletoria de la 

normativa correspondiente habrá de realizarse conforme al nuevo marco normativo, siempre que ello 

no resulte incompatible con el contenido básico de los mencionados pliegos.  

En definitiva, se trata de efectuar una interpretación conjunta y armónica de ambos regímenes jurídicos 

que habrá de valorarse en cada supuesto específico.  

En el sentido señalado se pronuncia el informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del 

Estado 43/2008, de 28 de julio, así como diversos dictámenes de la Dirección General de la Asesoría 

Jurídica de la Xunta de Galicia, estos últimos en relación a la aplicación de las disposiciones transitorias 

de la Ley 53/1999 y del TRLCAP (…)” 

De acuerdo con lo expuesto, podemos indicar que al contrato adjudicado se le aplicará, en cuanto a sus 

“efectos, cumplimiento y extinción, incluida su modificación, duración y régimen de prórrogas” la 

normativa constituida por la actual LCSP; no obstante, habrá que estar al supuesto específico y tener en 

cuenta las matizaciones expresadas por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa en su 

Informe 43/2008. 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la consulta 

planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante.  

 

SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN 


